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Introducción

El crecimiento de la economía mundial ha provocado en los últimos años una mayor demanda de minerales y otras materias primas además de la correspondiente energía.

Esta situación ha reforzado la creciente expansión minera y supone una mayor presión de las empresas mineras sobre los Estados para obtener facilidades y desarrollar nuevos distritos mineros en la región. 

América Latina ha concentrado la mayor inversión en exploración en los últimos años, cercana al 30% de las exploraciones mundiales.

En este contexto identificamos diversas reacciones de comunidades y organizaciones que hacen frente a la expansión de la minería. En países como Perú, Chile, Argentina, Colombia, Guatemala, Honduras y Ecuador entre otros, se han reproducido movimientos que haciendo uso de una diversidad de estrategias han expandido su oposición a la minería. Oposición sustentada en los impactos ambientales y sociales de la minería, así como las debilidades del modelo extractivo para aportar al desarrollo local y nacional.  

El rechazo a la actividad minera se basa en un conflicto de propiedad de la tierra y el uso del agua, puestos en riesgo producto de la aplicación de los codigos mineros que entregan concesiones del subsuelo a empresas mineras.

Son principalmente los pequeños agricultores y comunidades campesinas las que se enfrentan a los proyectos mineros puesto que la agricultura se ve forzada a dar paso a la minería según las legisalciones nacionales.

Por otro lado, las empesas mineras se muestran insensibles frente a los impactos que producen, entre los que se incluyen la relocalizacion de comunidades y destruccion de sus pueblos, iglesias, ceenterios y todo lo que se interponga a la explotacion minera.  

Cuando las comunidades en resistencia a la minería no encuentran canales adecuados para que sus demandas sean atendidas, los conflictos sufren radicalizaciones cuyos desenlaces no siempre son previsibles y manejables.

Las comunidades frente a lo que identifican como agresiones a su entorno y a su seguridad y la de sus familias sugieren diversas estrategias de resistencia y defensa del ambiente y sus derechos.

Entre las más importantes se cuentan las acciones de hecho, bloqueos y ocupación de infraestructura principalmente vial, juicios internacionales, tribunales éticos, etc.

Las mineras ofrecen lo que las comunidades no necesitan

La oferta minera, por un lado, y la demanda de información por parte de las comunidades, constituyen aspectos relevantes que encontramos en etapas iniciales de los proyectos mineros en expansión y las experiencias de resistencia. 

Una de las respuestas de las comunidades frente al arribo de proyectos mineros ha sido la organización y la implementación de estrategias de información a la ciudadanía para que en base al pleno conocimiento puedan tomar decisiones sobre la conveniencia o no del desarrollo de actividades mineras. 

La información ha sido fundamental para ubicar el impacto integral de la minería en aquellos lugares cuya actividad ha sido diferente de la extracción de recursos naturales no renovables. 

Datos, testimonios y experiencias disponibles sobre los efectos de las actividades extractivas son abundantes en el internet. También existen ong´s que tienen una vasta experiencia en materia de recopilación, sistematización y análisis de información sobre la minería y sus impactos en diversas regiones del mundo. Esto interesa particularmente a comunidades que se relacionan por primera vez con la posibilidad de tener como vecinos a proyectos mineros.

La necesidad de acceder a información responde a que los proyectos mineros en su etapa inicial llevan consigo un paquete de ofertas y agresiva propaganda que incluye el uso de tecnología de punta, empleo al por mayor, activación económica local y regional, comercio y transporte. Además, aprovechando las necesidades sociales y económicas de comunidades rurales excluidas de los beneficios del crecimiento económico, prometen facilitar el acceso a servicios que los estados no pueden brindar. La construcción de infraestructura educativa y de salud, así como carreteras y locales comunitarios, constituyen la oferta a cambio de apoyo a los proyectos mineros. 

La oposición organizada es percibida, por mineros y estados, como rechazos a la modernidad o al desarrollo, el crecimiento o el progreso. Según las empresas mineras y los gobiernos en sus diferentes niveles, quienes se oponen a las industrias extractivas optan por el atraso. Aunque para la resistencia a la minería históricamente “el atraso y la pobreza” se debe a la exclusión económica ya que sus actividades productivas no responden a la demanda de los mercados internacionales pero aseguran la alimentación de sus comunidades y abastecen mercados locales.

En territorios con pobreza extrema, el discurso minero puede calar hondo. Es que los pueblos que reciben la visita de las mineras hablan de falta de empleo, y el empleo parece constituir una nueva tentación para ganar el apoyo ciudadano en los proyectos mineros. 

Aunque es difícil contrastar esta resplandeciente oferta con la realidad de la minería, y revisando las experiencias de los pueblos mineros encontramos que su historia esta salpicada de desilusiones que brillan más que el resplandor de toda la riqueza extraída.

Otro aspecto en cuestión en el debate son los beneficios económicos de la minería. Las resistencias plantean que las empresas mineras pagan muy poco o nada de impuesto a los países dueños de los recursos mineros. Los exuberantes precios de los metales hacen hoy que las empresas mineras no puedan disfrazar sus rentas y deban pagar impuesto, aunque nunca las sumas que realmente debieran pagar al estado.

En Chile, por ejemplo, en  el año 2002 de 47 empresas mineras transnacionales, solo 3 pagaban parcialmente impuesto a la renta. El resto declaraba perdidas llegando incluso a convertir al estado chileno en deudor de las mineras. Chile les debía cerca de 3,000 millones de dólares por concepto de inversiones no descontadas de impuestos nunca pagados. 

En el caso de Perú, se sabe que de las 27 compañías mas grandes que operan en este país sólo 25 pagan regalías mineras por ostentar contratos de estabilidad tributaria. En el resto de los países con industria minera, esta situación no es muy diferente y concita la crítica de sectores importantes de la sociedad.

Cabe sumarle a lo anterior el aspecto relacionado a los pasivos ambientales y la contaminación acumulada que por siglos penderá sobre la calidad de vida de los habitantes y comunidades locales. Tanto abundan los casos de contaminación minera en la región que será imposible verlos aquí. También, se incluyen los impactos de la minería sobre la cultura local y las situaciones sociales de las localidades que les toca convivir con la minería, como el alcoholismo y la prostitución, la drogadicción y la delincuencia.  

Estas y otras informaciones llegan a los oídos de quienes aun pueden decidir y marcar su posición frente al arribo de proyectos mineros. Ello provoca la inquietud de oponerse a la minería por sus impactos negativos aunque también porque los supuestos beneficios tampoco son reales. 

Resistencia, resiliencia y mucho más

Con las informaciones obtenidas de otras comunidades afectadas por la minería, con el intercambio de experiencias y las visitas a sitios contaminados por la industria minera, las comunidades locales fortalecen su percepción y la resistencia. 

Entre las estrategias de resistencia a la minería se destacan las acciones legales y administrativas, la movilización, el cabildeo para cambiar leyes y códigos mineros, la declaración de áreas protegidas, las alianzas con otros movimientos de defensa del agua, de los derechos de los pueblos originarios, los movimientos anti-globalización y las denuncias en los medios de comunicación.

Con diversos resultados, estas estrategias son válidas en las experiencias de las comunidades locales frente a la minería y como instrumentos para proteger sus derechos. Pero la resistencia también deja derechos humanos vulnerados por la represión, la intimidación, las amenazas e incluso los atentados y muertes de opositores a la minería, extrañamente, muy extrañamente, nunca esclarecidas.

La respuesta de las empresas mineras y los gobiernos es la criminalizacion de la resistencia a la minería desconociendo que el derecho a los recursos naturales es un derecho de tercera generación identificado sin embargo plenamente por la sociedad civil aunque ampliamente resistido por las mineras y los Estados.

A pesar de los resultados no siempre alentadores de las acciones de oposición a la minería, las organizaciones insisten en desarrollar diversas estrategias siguiendo el ejemplo de los más exitosos.

Ello tiene que ver con la creciente conciencia que la minería y otras actividades extractivas son incompatibles con estrategias de desarrollo local basadas en economías locales, sustentabilidad y satisfacción de necesidades básicas fundamentales.

Mientras las industrias extractivas y los gobiernos, así como la banca internacional y los organismos financieros multilaterales no entiendan la decisión de las comunidades de luchar por sus derechos, los conflictos ambientales mineros seguirán siendo la tónica permanente de las relaciones en torno a la extracción de los recursos naturales en América Latina

Bolivia, país de tradición minera

Bolivia, el segundo país más pobre de América Latina y ha dependido tradicionalmente de la explotación de RRNN.

La minería ha sido una de las fuentes de ingreso mas importantes, sobre todo en los períodos del  auge del estaño explotado por la estatal Comibol. La crisis del estaño genera una serie de fenómenos sociales entre ellos un creciente cultivo de hoja de coca en los valles del país.

La aplicación de política neoliberales en los años 80, acompañadas de fuerte privatizaciones y control militar de la población hasta 1982, para hacer posible la implementación del modelo llevo a Bolivia a ser uno de los países de mayor injusticia social y falta de participación de la ciudadanía en las decisiones políticas del país en la región.

Este proceso de exclusión comenzó a revertirse luego de la llamada “Guerra del Agua” en el departamento de Cochabamba donde la población logró recuperar  en el año 2000 el control del agua, hasta ese momento en manos de una empresa  transnacional.

Luego la guerra del gas, -ahora convertido en el recurso natural mas importante exportado por el país-, protagonizada por cientos de miles de personas provenientes principalmente de la ciudad de El Alto en el año 2003, puso en retirada a las fuerzas políticas neoliberales y finalmente  en el año 2005 el dirigente indígena cocalero Evo Morales asume la presidencia de la nación luego de una abrumadora victoria sobre sus oponentes alcanzando el histórico record de 53% de la votación.

Con ello comienza un proceso de cambios sociales, económicos, culturales y políticos en el país sin precedentes hasta la fecha en la historia de Bolivia.

En el ámbito de los RRNN, el gobierno comienza un proceso de toma de control de los hidrocarburos, de modo que el país recibiera mas ingresos por concepto de exportación principalmente de gas natural a empresas en Argentina y Brasil.

También comenzó a estudiarse la situación en la minería siendo esta última de una alta complejidad por la existencia de cerca de 50.000 cooperativistas mineros que apoyaron la elección de morales en el 2005 y por tanto eran considerados aliados políticos del gobierno. Sin embargo, los cooperativistas aparecieron frente a las propuestas de modificación del código y las leyes mineras, más cercanos a los intereses mineros transnacionales que al gobierno ya que este último intentaba tomar control del sector al igual que en los hidrocarburos, con la diferencia que el sector hidrocarburífero estaba conformado por conglomerados transnacionales.

En el ámbito político el gobierno asumiendo la propuesta levantada por Carlos Meza en su inconcluso período de gobierno, quien reemplazó como vicepresidente al evadido Gonzalo Sánchez de Lozada, de convocar a una asamblea constituyente para crear una nueva Carta Magna de consenso nacional que resolviera los problemas históricos de la sociedad, principalmente en el ámbito de la discriminación y exclusión del sector campesino e indígena mayoritario en la sociedad boliviana.

Frente a esta oportunidad de construir un modelo diferente de país y de sociedad, las organizaciones de la sociedad civil iniciaron sus procesos de discusión sobre las propuestas a ser llevadas a la asamblea constituyente.

En relación a la propiedad, uso y usufructo de los RRNN, el Pacto de Unidad, -coalición de las mas importantes organizaciones sociales, indígenas y sindicales (ver anexo 1), levantó una propuesta a la asamblea que fue discutida y en alguna medida acogida por los asambleistas de las comisiones respectivas.

Comentarios a la propuesta

Lo primero que se observa en esta propuesta de las organizaciones sociales, campesinas y originarias del país es el hecho que se incluye expresamente a los sectores históricamente postergados por los sucesivos gobiernos previos al actual.

Implica que a partir de la presente propuesta los beneficios de la explotación de los RRNN irá en beneficio de las posibles sociedades establecidas entre el empresas del Estado y sociedades mixtas y comunidades.

Lo segundo que se observa es la instauración del consentimiento previo y vinculante de las comunidades frente a la gestión, administración y toma de decisiones sobre los recursos existentes en los territorios de las comunidades. Ello responde a la tendencia global sobre la necesidad de contar con la aceptación de las comunidades cuando se trata de recursos ubicados en sus territorios.

En relación a los recursos hídricos se observa el cuidado del agua en tanto recurso limitado y le concede al pueblo boliviano “su dominio y propiedad son de carácter inalienable, inembargable, imprescriptible....”

Luego para enfatizar este hecho agrega que “tanto ellos (recursos estratégicos) como sus servicios no podrán  ser entregados en concesión”

Incluso llega a prohibir mecanismos tales como los acuerdos de libre comercio y otros tratados que puedan vulnerar el dominio nacional de los RR hídricos.

El presidente de la república ha manifestado en reiteradas oportunidades que el agua es un derecho humano y los artículos incluidos en la propuesta mencionada consolidan la posición de que el agua es un elemento fundamental en el desarrollo del país y de su población.

Las propuestas planteadas por los movimientos sociales a la Asamblea Constituyente consideran de forma abundante derechos, propiedad, uso y pertenencia de los RRNN. Sin embargo no se han desarrollado los esfuerzos con igual énfasis en la conservación y protección del medio ambiente al momento de usar, administrar o explotar esos RRNN.

Tomando en cuenta que las luchas de muchas comunidades han comenzado un proceso de identificación del ambiente como una demanda legitima y urgente a la hora de considerar la calidad ambiental y la base del desarrollo de las comunidades principalmente agrícolas y ganaderas. Es el caso de los asentamientos ubicados en la ribera del río Pilcomayo desde Potosí hasta Tarija, llegando incluso a afectar a los países vecinos, o en la cuenca del río desaguadero y los lagos Uru Uru y Poopo en Oruro.

Queda de manifiesto que el cuidado del medio ambiente se subordina a los beneficios socio-económicos que buscan saldar una abultada deuda social en el país, sin embargo la construcción de una deuda ambiental interna es la amenaza en esta aproximación a la gestión de RRNN en el país.

La explosiva minería en Perú

El Perú es considerado uno de los importantes países mineros de la región. Las inversiones en minería en este país han sido muy relevantes. Entre los años 1992 y 2001 se ejecutaron inversiones por US$ 6,000 y aquellas previstas del  2006 al 2011 ascienden a US$ 11,000.

Considerado el primer productor de oro y el sexto de Plata de la región tiene al 2007 el 33.72% del territorio concesionado a la minería y los aportes por exportaciones del área supera el 50%.

De acuerdo a este ultimo dato podría considerarse que el Perú es el país con la actividad minera mas importante para su economía.

También es importante considerar que las localidades mineras se sitúan entre las más pobres del país. A diferencia de lo que pudiera considerarse y es pregonado por el gobierno y los gremios mineros, la minería no ha significado desarrollo local.

El ejemplo de Cajamarca donde se sitúa la mayor mina de oro de la región con una operación diaria de 600.000 t. es el más elocuente con 77% de la población bajo la línea de pobreza.

El escaso aporte que realiza la minería a las localidades ha estado también acompañado de un proceso de resistencia a las actividades mineras por parte de las comunidades. Esto es especialmente válido para aquellas comunidades que por primera vez se enfrentan a la instalación de proyectos mineros en sus localidades. Diferente aunque no sin conflicto es la relación entre comunidades y empresas mineras que históricamente han debido convivir en un mismo territorio.

En América del Sur, Perú es considerado el país con más conflictos por minería. También las organizaciones de la sociedad civil (ONGś), de las comunidades (CONACAMI) y de DDHH dan cuenta de esta situación conflictiva entre mineras y comunidades.

El 48% de los conflictos que aquejan a la minería tienen origen socio-ambiental y están relacionados con la insustentabilidad de la actividad y el atropello a los derechos de las comunidades locales.

Por otro lado la actitud de la industria minera no contribuye a un análisis objetivo de los conflictos con las comunidades para la búsqueda de soluciones apropiadas y aceptadas por todos. 

Por el contrario, la descalificación permanente y la alianza con los gobiernos de turno para reprimir las manifestaciones anti mineras y perseguir a las organizaciones que buscan respeto a los DDHH y al ambiente ha marcado la relación entre estos actores.

Esta situación de tensión permanente donde el gobierno intenta reiteradamente buscar la forma de imponer proyectos mineros a las comunidades ha tenido momentos en que ha quedado demostrado que la minería se transforma en una amenaza real para el desarrollo local y el beneficio de la población local.

La muestra mas elocuente la constituye el artículo publicado por el presidente Alan García el el periódico El Comercio, titulado “EL perro del hortelano” donde considera que se pierden grandes oportunidades por no explotar los recursos en beneficio de la población peruana, sin preguntarse si efectivamente esos recursos aportarán al desarrollo de la población mas pobre. Este discurso contrasta con la realidad de diversas localidades mineras que se han empobrecido producto de la actividad extractiva en lugar de profitar de la danza de millones de inversión y el drenaje de recursos no renovables.

El caso mas evidente del rechazo a la minería ocurrió el 2000 en el departamento de Piura.

El interés de explotar el oro ubicado en parte bajo el pueblo de Tambo Grande por minera Manhattan y la empresa estatal peruana generó una reacción inesperada de parte de los agricultores de Piura. 

Debemos considerar que Piura posee una agricultura de exportación y provee al país de mangos y de limones,  usados en el plato mas famoso del Perú: el Ceviche.

La alternativa económica basada en la agricultura hizo que Piura se manifestara contraria a la implementación de un proyecto minero con importantes alcances sociales (reubicación de parte dela población de tambo Grande) y de severos impactos ambientales (explotación en la cuenca del río).

El año 1999 mediante una multitudinaria movilización, se quemaron las instalaciones de la empresa en Tambo Grande, demostrando que la población no estaba dispuesta a aceptar un proyecto minero que hipotecara la base de la economía y el desarrollo de la población: la actividad agropecuaria.

30.000 manifestantes tomaron y destruyeron las instalaciones de la empresa impidiendo de esta forma que ésta continuara con sus actividades.

Con la protección del gobierno Manhattan continuó intentando desarrollar su proyecto mientras la comunidad organizaba una consulta para legitimar el rechazo a la actividad minera en su territorio.

Mas de un 90% de rechazo a la minería fue el mensaje de las comunidades al gobierno y a la empresa minera. Sin embargo el gobierno continuó con el proceso de EIA iniciado con anterioridad, el que finalmente utilizó para invalidar el proceso de aprobación a Manhattan y suspender el proyecto por una simple razón: no se logró realizar las consultas ciudadanas que forman parte del proceso de aprobación del EIA.

Este triunfo de la comunidad de Piura quedó en la memoria de las comunidades afectadas por la minería del Perú y del resto de América Latina.

Al mismo tiempo se transformó en un fantasma para el gobierno y para la sociedad nacional de minería que vieron como una amenaza la legitimación y posible imitación de la estrategia de Tambo Grande en otros casos de conflicto frente a proyectos mineros futuros.

 Varios años pasaron sin que se planteara la posibilidad de otra consulta ciudadana en el país, sin embargo la posible aprobación de un proyecto minero en la región sur de Piura nuevamente, y en el limite con el departamento de Cajamarca, levantó la consigna de una consulta ciudadana.

Monterrico Metals de procedencia Inglesa, estaba en proceso de legitimación social de su proyecto Río Blanco con fuerte oposición de la población y diversas instituciones, entre ellas la Iglesia católica.

En medio del conflicto desarrollado principalmente durante los años 2006 y 2007 Monterrico decide vender parte importante del proyecto a una empresa minera China.

En septiembre del 2007 se organiza la “consulta Majaz” con fuerte ingerencia del gobierno pro-minero de García. 

La población de Majaz junto a otras dos localidades y el apoyo de ONGś ambientales y de DDHH 

organizaron la consulta obteniendo un aplastador NO a la minería en la zona superando el 90% de votación de rechazo.

Aun sin el conflicto resuelto pero ampliamente legitimado por la votación de la población, el gobierno de García decreta de prioridad nacional una veintena de proyectos como respuesta a la estrategia popular de la consulta.

Los abundantes conflictos mineros en Perú muestran con claridad la incompatibilidad de intereses entre los actores involucrados y una abierta parcialidad del gobierno a favor de la minería.

Por otro lado las comunidades ha demostrado no estar dispuestas a sostener el modelo extractivo del gobierno y considerar la defensa de los derechos como un eje fundamental en la lucha por protegerse de los impactos negativos de la minería.

Esta posición se refuerza en aquellos lugares donde las alternativas económicas muestran la viabilidad de un desarrollo que excluye la presencia de industrias extractivas.

A pesar del desconocimiento de los derechos de las comunidades por parte de las empresas transnacionales mineras y el gobierno peruano, los procesos de consulta amenazan con extenderse, en el país demostrando la legitimidad de la oposición a la minería, allí donde las comunidades han identificado un desarrollo basado en otras alternativas.

El Ecuador sin tradición minera

Bananas, cacao, petróleo y camarones forman la cara mas visible de la producción y exportación tradicional ecuatoriana.

No obstante, desde hace varios años, la minería presiona para desarrollar esta actividad extractiva en el territorio.

Muestra de ello es que una parte importante del territorio esta concesionado a empresas mineras, algunas avanzadas en exploración y otras con actividades productivas limitadas.

Sin embargo, Ecuador aun no decide si será, al igual que algunos vecinos, un país minero en la región o si mantendrá se carácter mas agropecuario y petrolero.

Esta discusión tiene antecedentes de conflictividad y malas relaciones entre empresas mineras y comunidades, con un Estado que hasta hace poco hacía esfuerzos para otorgar garantías a esa actividad extractiva.

Las incursiones de empresas mineras en zonas altamente frágiles por su biodiversidad y complejos sistemas hídricos fueron generando el rechazo de comunidades agrícolas, muchas de ellas con limitadas actividades agropecuarias pero con muchas esperanzas de logra un desarrollo sostenible basado en los ricos ecosistemas.

Es el caso de la zona de Intag, donde diversas empresas han tratado de “convencer” por variados medios a las comunidades de modo que estas acepten esta actividad extractiva de alto impacto negativo tanto en el ámbito social como en el ambiental.

También en el sur del país, en la zona de Zamora la minería ha puestos su ojos para la realización de  minería polimetálica. Se trata de un cordón cuprífero que contiene cobre, oro, plata y otros metales asociados. Uno de los problemas mas importantes, al igual que en Intag es la fragilidad de los ecosistemas y la presencia de comunidades que no tendrán acceso a empleo y beneficios de la minería por no poseer capacitación en trabajos extractivos.

Otro aspecto a destacar es la ubicación del cordón cuprífero y que explica hechos acontecidos con anterioridad al establecimiento de concesiones mineras en la zona. Particularmente un conflicto bélico con el vecino Perú por los límites de la cordillera del Cóndor, lugar donde se ubican los yacimientos mencionados.

Además, diversos organismos multilaterales han intentado abrir el país a la minería. El proyecto PRODEMINCA del BM es un claro ejemplo de ello.

A pesar de todos los esfuerzos de las transnacionales en su mayoría “Juniors” las comunidades han insistido en los riesgos de la minería para un país con alternativas de desarrollo probadas como lo ha demostrado la agricultura, la producción de café orgánico en muchos casos que dicho se de paso no abastece la demanda de los mercados del norte.

En este escenario el rechazo a la minería se ha extendido en el territorio nacional exacerbando los conflictos que en muchos casos ha llegado a niveles de violencia poco conocidos en la sociedad ecuatoriana.

Los episodios de persecución, intimidación e incluso atentado contra dirigentes han trascendido el ámbito local, llegando incluso a concitar la solidaridad internacional.

Así también, las estrategias de las mineras se han ido ajustando a los tiempos de conflictividad incorporando acciones de desprestigio de ongś nacionales e internacionales en un intento de legitimar los supuestos aporte de la minería a comunidades originarias locales.

Incluso dirigentes indígenas se han prestado a este juego de las transnacionales a cambio de beneficios económicos individuales.

Muchas han sido las estrategias de las compañías mineras en el Ecuador para lograr sus objetivos, no obstante las oposición ha podido más que los ofrecimientos transnacionales logrando que en la actualidad el país deba discutir en el marco de la elaboración de una nueva Carta Magna, el carácter minero o no minero del país.

Comparativamente, la minería tiene un potencial mas devastador que la explotacion petrolífera, la producción de bananas acompañada de un paquete de pesticidas de alto riesgo. También aparece la minería con mayores riesgos ambientales y sociales que la destructiva actividad camaronera que arrasa con los manglares de la costa del país.

La diferencia a la hora de imaginarse un Ecuador sostenible radica en que a diferencia de la minería y el petróleo, el cultivo del banano, el cacao, el café y los camarones tienen posibilidades de realizarse de forma armónica con los ecosistemas húmedos.

Es un tema de estrategia de desarrollo, escalas y beneficios.

Un desarrollo basado en el turismo sostenible, en la producción orgánica, en la explotación de ventajas otorgadas por la enorme biodiversidad del país reconoce la necesidad de evitar la destrucción irreparable de ecosistemas, la desaparición de especies y el socavamiento del potencia de explotación de algo que a nivel global se encuentra en crisis: la naturaleza y el ambiente.

Eso es lo que buscan desesperadamente las comunidades y organizaciones que se oponen a la destrucción irreparable de las industrias extractivas en el Ecuador.

Entre Café y agricultura, Guatemala enfrenta a la minería

La historia de la minería en Guatemala así como en la mayoría de los países de Centro América es relativamente reciente.

Recién por el año 1955 los ojos de mineras transnacionales se posan sobre los yacimientos mineros guatemaltecos. El mineral principal que atrajo la atención de inversionistas fue el niquel, abundantemente presente en los alrededores del lago Izabal en la zona oriental del país y cercano a la frontera con el vecino Honduras.

Sin embargo, el interés en invertir en minería venía condicionado por una serie de propuestas de modificación de la legislación vigente y que tenía como objetivo fundamental favorecer a los inversionistas con beneficios principalmente tributarios.

Consideremos que para el tema ambiental no existía marco legal aplicable y solo las demandas  laborales podían generar preocupación en el Estado y la empresa.

Las exenciones impositivas logradas por la principal empresa interesada, vinculada directamente con elites nacionales dejó al descubierto la intrincada madeja de trafico de influencias y los oscuros episodios de relaciones entre el Estado y grupos empresariales ávidos de beneficios económicos a ser conseguidos a cualquier costo.

No obstante, los ilegales e inmorales beneficios otorgados a las mineras transnacionales perjudicando el patrimonio nacional y desechando una importante fuente de ingresos para el país, tuvieron sus respectivas criticas y oposición por parte de algunos académicos y líderes sociales a nivel nacional.

Sin embargo el poder establecido no estaba dispuesto a aceptar el descrédito y la critica política. De ese modo, las voces disidentes fueron silenciadas mediante amedrentamiento y amenaza llegando incluso a truncar la vida de los mas críticos, todo ello en un marco de creciente violencia política que derivaría mas tarde en un escenario de violencia y guerra interna generalizada.

En ese escenario de crisis social y política comandada por el ejercito asentado en el gobierno, la minería quiso enquistarse en el país. A pesar de la protección de la que gozaba la minería en Guatemala, no fue posible concretar en el largo plazo el proyecto mas importante de EL Estor, puesto que los constantes ataques y sabotajes de la guerrilla impidieron mantener el proyecto en funcionamiento.

Como respuesta a las agresiones de la guerrilla y grupos armados, las empresas mineras comenzaron a defender sus intereses también mediante el uso de la fuerza. De ese modo, afines de los 70s se involucra a empresas mineras a atropellos de derechos humanos y violencia política.

Cambios en la legislación minera e impositiva lleva a las mineras a suspender y reiniciar operaciones en el país aunque la constante en la relación de las mineras y las comunidades fue el conflicto por tierras y agua, los que se mantienen hasta la actualidad.

Otro foco de conflicto minero desde fines de los 50 fue la zona de Ixtahuacan, donde las mineras explotaron principalmente tungsteno y antimonio.

Los diversos conflictos entre campesinos y empresa, así como los conflictos por condiciones de trabajo fueron resueltos en plena guerra interna mediante el asesinato de dirigentes y sindicalistas.

Frente a la imposibilidad de lograr acuerdos entre empresa y sindicato por condiciones laborales y salarios, la primera opta por incorporar a los trabajadores en el paquete accionario de la empresa logrando así bajar el nivel de conflictividad que causaba la actividad en la zona.

Actualmente Guatemala es un país caracterizado por conflictos mineros en diversas zonas del país.

La reactivación de proyectos temporalmente abandonados tales como el del Estor y los procesos de recuperación y ejercicio de derechos practicados por campesinos y comunidades de la zona occidental cercano a la frontera con México han llevado a considerar a la minería como una actividad de alto impacto ambiental, alto riesgo para los ecosistemas, principalmente los complejos sistemas hídricos y pocos beneficios para las comunidades locales que viven de la agricultura, el café y el maíz.

La característica principal de las empresas con interés minero en la zona así como en la mayoría de los países de América Central es que forman parte del grupo de las mineras “Junior” tipificadas así por lo reducido de su capital y restringida capacidad técnica,  por no mencionar su irresponsabilidad ambiental y social en el desarrollo de los proyectos.

Las Junior son empresas que pueden explotar pequeños proyectos que no requieren grandes inversiones. También se consideran empresas de riesgo que hacen el trabajo de “despeje y acondicionamiento” inicial en proyectos de mayor magnitud que más tarde venden a empresas transnacionales mayores las que los terminan desarrollando.

Como la mayoría de los yacimientos  mineros son de menores dimensiones, las junior se encuentran explotando integralmente proyectos en Guatemala.

Es el caso de mina Marlin de la junior Montana Exploradora de Guatemala que desarrolla su proyecto en San Marcos con la oposición de un grupo mayoritario de la población.

También la Iglesia Católica ha manifestado la inconveniencia de la actividad por el atropello a los derechos humanos, los impactos ambientales y el escaso aporte a las comunidades locales y al Estado.

Marlin se ubica en la sierra guatemalteca y su manejo ambiental es a todas luces deficiente. Ello implica el riesgo de contaminación de los ecosistemas aguas abajo de la que dependen actividades agrícolas locales.

La minería es a todas luces, en países como Guatemala altamente inconvenientes. La pluviosidad, los sistemas hídricos, la inestabilidad climática caracterizada por huracanes, la escasa superficie territorial y el potencial agroecológico son razones que ubican a la minería entre las actividades menos conveniente.

A pesar de ello, decisiones políticas presionadas por el banco mundial y los organismos financieros 

multilaterales aplicando la receta neoliberal sin considerar las particularidades de cada país, hacen que se considere a minería como una actividad de alta conveniencia nacional.

Sin embargo al hecho que la minería no genera desarrollo local ni combate la pobreza, sino que drena los recursos naturales, corrompe estructuras, atropella los derechos humanos y avasalla a las comunidades no parece suficiente a la hora de decidir los destinos de pequeños países como los centroamericanos.

Los efectos mencionados se acentúan en el caso de países pequeños, vulnerables y con ecosistemas complejos y altamente frágiles.

Presentar a la minería como una alternativa de desarrollo para este tipo de países es olvidar que la potencialidad de ellos está en la alta biodiversidad, la producción agroecológica , el turismo y la seguridad alimentaria, no solo de su propia población sino de las poblaciones de sus vecinos países del norte.

La oposición a la minería ha quedado por demas demostrada en las consultas ciudadanas que han rechazado la actividad masivamente descartándola de las estrategias de desarrollo locales.

Sipacapa es de ello el mejor ejemplo.

El caso de la minería en Chile, el niño mimado de las transnacionales y el BM

Considerado como ejemplo económico para la región por sus cifras macroeconómicas, Chile sigue siendo el primer productor de cobre del mundo.

Con mas de 5 millones de toneladas de cobre fino puestas en el mercado, la minería chilena aporta alrededor de un 40% del ingreso por exportaciones del país. Los otros rubros son la madera y derivados, la pesca y cultivos de salmón y la fruticultura.

Durante fines de los 70 y parte de los 80, el país fue sujeto de un experimento neoliberal liderado por Milton Friedman, economista de la escuela de Chicago, proceso que se llevó a cabo bajo la sangrienta dictadura de Augusto Pinochet. Por ello las terapias de shock económico resultaron faciles de implementar al no exitir la posibilidad de los debilitados movimientos sociales de reaccionar frente al reordenamiento de la economía del país.

Desde mediados de los 80 la población pobre comienza a rearticularse cuestionando el modelo económico y político hasta lograr la retirada del dictador hacia el año 1989.

Sin embargo en relación con la minería, la dictadura tuvo una actitud mas bien conservadora evitando privatizar la empresa estatal Codelco que producía el 70% del cobre del país y era considerada por su producción, la empresa de cobre mas grande del mundo.

En 1989 luego que Pinochet perdiera un referendum para su permanencia en el poder por 10 años mas, asume la presidencia del país el demócrata cristiano Patricio Aylwin al mando de la concertación de los partidos por la democracia. Aylwin propicia el arribo de inversiones mineras principalmente canadienses que en pocos años revirtieron el cuasi monopolio de la explotación de cobre del país por la estatal Codelco, del 70 al 30% generando una sobreproducción de cobre con la consecuente baja de precios que afectaron las arcas fiscales en algunas decenas de miles de millones de dólares.

La llegada de las transnacionales no solo generaron la baja del precio del metal rojo sino que amplió la frontera minera hacia zonas donde la población se hacia numerosa, a diferencia de la mayoría de los yacimientos mineros metálicos que hasta ese entonces se habían desarrollado lejos de los importantes asentamientos humanos y ciudades principales.

Con ello comenzaron las protestas y resistencia a proyectos mineros que ponían en riesgo fuentes de empleo proporcionadas por las faenas agrícolas e incluso por los posibles impactos de los proyectos mineros se dudaba del futuro de la agricultura. 

El ejemplo mas claro de la resistencia a la minería, aunque no el único, lo constituyó el movimiento nacional anti-Pascua Lama, un proyecto minero de oro, transandino, que planeaba remover un millón de toneladas de hielo de 3 glaciares de la alta cordillera de los Andes.

El proyecto presentado por la transnacional Barrick Gold para extraer 1,7 millones de onzas de oro en la naciente de los ríos que bañan el productivo Valle del Huasco generó la preocupación de los agricultores del valle y lentamente se convirtió en un conflicto a nivel nacional por el rechazo de importantes sectores de la población que consideraban una aberración destruir glaciares en tiempos de calentamiento global.

A pesar de la oposición al proyecto por parte de la población local e importantes grupos a nivel nacional, el gobierno de Lagos aprobó el proyecto modificado (una versión se había aprobado el 2000) escasos dias antes de dejar su mandato en marzo de 2006.

Esta situación produjo la indignación, frustración y decepción en los opositores al proyecto que interpretaron la maniobra como una señal política de compromisos de los partidos de gobierno con las transnacionales mineras.

Considerado como el niño mimado de las mineras por las condiciones laborales, ambientales y tributarias ofrecidas a las transnacionales y la paz social que enmarcaba la actividad la importancia  de este movimiento anti Pascua Lama es que incorpora a Chile al largo listado de países de la región con conflictos entre mineras y comunidades.

Si bienes cierto, las demandas mas importantes del movimiento anti Pascua Lama están relacionadas con reivindicaciones de justicia ambiental, no es menos cierto también que se ha generado una alianza entre los defensores del cobre contra el saqueo con aquellos grupos que demandan protección ambiental y desarrollo sustentable, inclusivo, democrático, participativo y con equidad.

Por primera en la historia del país, surge un movimiento que demanda la salida de las mineras, al menos transnacionales, junto con el cuidado del medio ambiente y la preservación de las actividades agrícolas, pesqueras y turísticas por sobre la actividad extractiva metalífera.

Fue así que el conflicto Pascua Lama se convirtió en el 2006 en el conflicto mas importante de América Latina y puso al gobierno de Chile en la difícil situación de tener que imponer a Barrick Gold una medida ambiental extraordinaria: desarrollar su proyecto sin afectar los glaciares ubicados sobre   el yacimiento aurífero.

Las principales críticas hechas al proyecto fueron:

Afectación de los glaciares de la alta cordillera y con ello las fuentes de agua en verano y tiempo de sequía

Alteración de los acuíferos del valle

Impedimento de libre circulación de ganaderos en sus etapas de pastoreo estival (veranadas)

Afectación de tierras y cultura del pueblo originario Diaguita

Amenaza a los 25.000 empleos generados por la agricultura de exportacion del valle

Contaminación de las aguas que riegan el valle

Riesgos de accidentes por transporte de sustancias peligrosas y tóxicas por los caminos del valle

Como observamos, la mayoría de las criticas dicen relación con los riesgos ambientales y culturales, mas que económicas o de saqueo de los recursos naturales del país.

Estas y otras preocupaciones fueron oportunamente manifestadas a la autoridad ambiental al momento de documentar la oposición de las comunidades y organizaciones ambientales a la aprobación del EIA para el proyecto.

Si bien es cierto, el proyecto en su primera versión había sido aprobado sin grandes repercusiones públicas en el año 2000, la oposición generada por su versión revisada hizo que finalmente se demorara más de 3 años en obtener su aprobación.

Otras comunidades miran el proceso de resistencia al proyecto Pascua Lama como un ejemplo de persistencia, resiliencia y creatividad, tanto por sus alcances como por los esfuerzos realizados por la autoridad y la empresa de convencer a la comunidad nacional de los beneficios el proyecto.

Los opositores al proyecto ven en las relaciones entre la empresa de comunicaciones Extend de propiedad de las hijas del ministro del interior de Chile y Barrick Gold un trafico de influencias que demuestra la falta de transparencia y probidad en el caso de las autoridades del país.

Lo concreto es que el proyecto Pascua Lama ha tenido implicancias políticas en el país y sirve hoy de ejemplo para las comunidades que deciden cuestionar los proyectos mineros en su entorno.

La minería ha dejado de gozar del prestigio con el que contaba anteriormente y ha dejado de manifiesto que la sustentabilidad de la minería es legítimamente cuestionada por importantes sectores de la población.

No será fácil en el futuro convencer a las comunidades de los beneficios de la minería con un ejemplo tan claro y conocido como es el caso Pascua Lama

Argentina plenamente en la mira de las transnacionales mineras

Considerado principalmente un país agrícola y ganadero, Argentina se suma a la carrera minera luego de la firma del tratado de complementación minera con el vecino país transandino.

La ubicación de los principales yacimientos mineros en Argentina hicieron poco conveniente su explotación por las grandes distancias entre la cordillera de los Andes y los puertos del Atlántico sur.

El suministro de insumos y la salida de los minerales a través de los cerca de 1.000 kilómetros hasta el Atlántico elevaban los costos de producción minera haciéndola poco competitiva respecto a los países de la región con yacimientos mineros cercanos a los puertos hacia mercados mundiales.

El tratado minero con Chile reduce la distancia de salida de minerales e ingreso de insumos a unos 300 kilómetros hasta el océano Pacífico, transformando a la minería Argentina en una actividad competitiva a nivel mundial.

De 5 proyectos mineros existentes hace 10 años, Argentina aumenta el número de yacimientos de interés a mas de 30.

Este desarrollo potencial de la industria minera provoca en sectores agropecuarios de los valles del país una gran preocupación por los posibles impactos de las actividades mineras sobre la agricultura, la ganadería la viticultura, el turismo y el aprovisionamiento de agua para la población.

Proyectos como Veladero y Pascua Lama generan gran oposición ciudadana y despiertan resistencia de organizaciones sociales, ciudadana y gremios diversos en el país.

Sin embargo este desarrollo reciente está precedido por un conflicto emblemático que tuvo lugar en el sur del país y que culminó con el rechazo de un proyecto minero aurífero en la austral ciudad de Esquel.

Las intenciones de explotar el oro ubicado en las cercanías de Esquel por parte de Meridian Gold había alertado a la población sobre los efectos del uso de sustancias químicas tales como el cianuro de sodio la acumulación de miles de toneladas de desechos expuestos al ambiente conteniendo también sustancias peligrosas para la salud y el ambiente.

Una fuerte y orquestada campaña realizó la empresa minera para su proyecto ofreciendo empleo y desarrollo para la zona, beneficios para la población local y aportes a las instituciones.

A pesar de esta campaña y la buena acogida de las autoridades locales a la inversión minera transnacional, la población se mantuvo crítica cuestionando la sustentabilidad del desarrollo basado en la extracción de minerales con productos químicos.

Luego de un período de resistencia sostenido por la comunidad de Esquel y alrededores y considerando la incapacidad de las autoridades de velar por el bien publico, la salud y el medio ambiente, la comunidad inició el proceso de elaboración de una consulta ciudadana frente a la actividad minera.

El 23 de marzo del 2003 tal vez inspirados por los resultados de la consulta de Tambo Grande en Piura, Perú se organizó la consulta popular entre los vecinos, cuyo resultado arrojó un 81% contra la minería.

Este resultado mostró el sentir de la comunidad y golpeó la posición de las autoridades locales y regionales quienes habían propiciado por varios medios la llegada de la minería.

Si bien es cierto la empresa comunicó su decisión de respetar la opción de la comunidad de objetar la minería, se reservó al mismo el derecho de utilizar los medios legales para impugnar requerimientos ciudadanos de transformar la consulta en un instrumento vinculante.

Los esfuerzos posteriores de las organizaciones que impulsaron la consulta estuvieron dirigidos a lograr una moratoria en los planes de implementación minera en la región. 

Estos esfuerzos tuvieron exito luego que el  29 de Junio de 2006 la Legislatura Provincial aprobara la suspensión de la actividad minera por un plazo de 36 meses. (hasta junio del 2009) en la cordillera de Chubut. Esto no implica protección para el resto de la provincia dejando a merced de las mineras otros territorios cercanos a Esquel.

Tanto en el conflicto de Esquel con los resultados descritos, como en los sucesivos conflictos generados en torno a los intereses mineros en la cordillera de los Andes, el tema principal en cuestión ha sido la defensa del agua.

Los valles que hacen posible los asentamientos humanos y actividades productivas principalmente agropecuarias se oponen a las actividades mineras. Los argumentos son simples: la minería química de metales a cielo abierto compromete seriamente sus actividades agrícolas y pone en riesgo el desarrollo regional por afectar las fuentes de agua en su volumen y calidad.

Es así como varias localidades han logrado excluir a la minería química mediante decretos y leyes provinciales, sin embargo el peso de la legislación nacional pone en riesgo la derogación de dichas leyes protectoras a la hora de hacer valer las concesiones mineras y los derechos de las transnacionales para explotar los yacimientos mineros.

Es el caso de Río Negro donde se ha prohibido la minería (aurífera) con cianuro al que se suma lego la provincia de Mendoza que también prohíbe la minería con cianuro y otros tóxicos.

De esta forma se intenta proteger otras actividades que dependen en gran medida de la cantidad y calidad de las aguas, así como la protección de la población local.

Pesa en este conflicto el carácter no minero como parte de la tradición de la economía argentina en donde las expectativas de la población están puestas en actividades diferentes a las industrias extractivas.

Otro aspecto importante que se observa en los movimientos anti-mineros del país es el tipo de organización que empuja y sostiene las acciones de resistencia a la minería.

Las asambleas de vecinos autoconvocados, organizaciones horizontales sin liderazgos y representaciones que permitan manipulación política y cooptación dirigencial dificultan el posible trabajo de empresas mineras y autoridades que han tenido tradicionalmente conductas basadas en la cooptación y corrupción, amenazas e intimidación a lideres, logrando muchas veces restar fuerzas a las organizaciones que se oponen a la minería.

Al igual que las estrategias de los llamados piqueteros, que por lo demás también participan solidariamente de las acciones antimineras, los vecinos autoconvocados basan su accionar en el compromiso de las comunidades y las potencialidades locales, no tienen o rechazan apoyos financieros y filtran a quienes intentan obtener réditos políticos de las demandas y acciones en defensa del ambiente y contra la minería.

Esta fortaleza se basa en la experiencia pasada de los movimientos ciudadanos anti sistema que a fuerza de acciones directas y bajo la ausencia de organización formal lograron rescatar aspectos éticos del accionar político y económico perdidos durante décadas en Argentina y que llevaron al país al colapso económico y político que incluyeron el éxodo de divisas y el consecuente y conocido corralito.

Mientras las reivindicaciones se manifiesten en el marco de este tipo de organizaciones los conflictos mineros en Argentina tienen una larga historia por delante.

Anexo 1

   RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

Artículo 163.

   I. Son recursos naturales no renovables los minerales y los

 hidrocarburos en cualquier estado en el que se encuentren.

  II. El dominio y propiedad de estos recursos es intransferible,

 inembargable, inalienable e imprescriptible; todo acto jurídico

      tendiente a conferir la propiedad de estos recursos, es nulo de

 pleno derecho.

Artículo 164.

Las     actividades    de    exploración,     explotación,   transporte,

 comercialización, e industrialización de los hidrocarburos y minerales

 serán realizadas de manera directa por el Estado Unitario Plurinacional,

 a través de empresas públicas o sociedades mixtas con participación

 mayoritaria de éste. Los pueblos y naciones indígenas originarios

 campesinos, afrodescendientes y de comunidades interculturales podrán

 ser socios en la conformación de estas empresas.

Artículo 165.

La gestión, administración y toma de decisiones sobre los recursos

 naturales no renovables por parte del Estado Unitario Plurinacional que

 se encuentren en los territorios y las tierras de las naciones y pueblos

 indígenas originarios campesinos, afrodescendientes y de las

 comunidades interculturales o en áreas susceptibles de afectación de su

 hábitat y sus áreas de influencia, solamente podrán ser efectuadas con

 consentimiento previo vinculante de los pueblos .

                                SECCIÓN II

                          RECURSOS HÍDRICOS

Artículo 166.

El Estado Unitario Plurinacional Comunitario protege y garantiza el uso

 prioritario del agua para la vida. La Ley establecerá las condiciones y

 limitaciones de todos los usos del agua.

Artículo 167.

Los recursos hídricos en todos sus estados, superficiales y subterráneos,

 constituyen recursos limitados, vulnerables, fundamentales para la vida,

 constituyendo por tanto recursos estratégicos de todos los bolivianos y

 bolivianas. Su dominio y propiedad son de carácter inalienable,

 inembargable, imprescriptible y tanto ellos como sus servicios no podrán

 ser entregados en concesión.

Artículo 168.

El acceso al recurso agua es un derecho humano y de todos los seres

 vivos, en el marco de la soberanía del Estado Unitario Plurinacional; es

 su deber promover el uso y acceso al agua sobre la base de principios

 de solidaridad, complementariedad, reciprocidad, equidad, diversidad y

 sostenibilidad.

Artículo 169.

    I. El Estado Unitario Plurinacional Comunitario regula, protege y

 planifica el uso adecuado y sostenible de los recursos hídricos, a

       través de entidades públicas con control y participación social,

 garantizando la calidad, conservación y preservación de los

       mismos.

   II. La gestión de los recursos hídricos y las cuencas que se

 encuentran en territorios de las naciones y pueblos indígenas

       originarios campesinos y afrodescendientes se hace respetando

 las normas, procedimientos, prácticas, usos y costumbres propios

       en la gestión del agua.

Artículo 170.

Las aguas fósiles, glaciales, humedales y recursos hídricos en general,

 en regiones de frágil ecosistema ambiental, constituyen un recurso

 único de la plurinación. Su conservación, protección, preservación, uso

 sostenible y gestión integral serán de prioridad del Estado Plurinacional.

Artículo 171.

En todo acuerdo, convenio o norma internacional que suscriba el Estado

 Unitario Plurinacional Comunitario sobre recursos hídricos, la gestión y

 los servicios asociados a éstos, se deberá garantizar los derechos de

 todos los bolivianos y las bolivianas y la soberanía del país. Así mismo,

 el Estado Unitario Plurinacional Comunitario establecerá una política

 exterior de aguas, priorizando el interés nacional y el principio del agua

 como derecho humano por encima de cualquier interés comercial. Se prohíben acuerdos y tratados de libre comercio que comprometan los

 recursos hídricos y sus servicios.

Artículo 172.

   I. El Estado Plurinacional garantiza el acceso universal y con calidad

 y equidad a todos los bolivianos y bolivianas a los servicios de

 agua para consumo humano y saneamiento básico.

  II. La prestación de los servicios básicos debe contemplar

 mecanismos de participación, cogestión y control social de los

      usuarios y usuarias y sus organizaciones sociales de acuerdo a

 normas y procedimientos propios.

 III. La prestación de los servicios básicos en los territorios de las

 naciones y pueblos indígenas y originarios, se hará de acuerdo a

      sus normas y procedimientos propios
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